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Buenos Aires, 25/09/2020
TELETRABAJO NUEVA EXTENSION DE LA PROHIBICION DE DESPIDOS Y SUSPENSIONES DECRETO 761-20 
Antecedentes

Tal como resulta de público conocimiento, el día 31 de marzo del corriente el Poder Ejecutivo Nacional emitió el Decreto 329, en el marco en el marco de la emergencia pública en materia económica, financiera, fiscal, administrativa, previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social establecida a finales del año pasado y las medidas impuestas por el aislamiento social, preventivo y obligatorio que recientemente se había instaurado, imponiendo la prohibición por el plazo de sesenta días tanto de los despidos sin justa causa y por las causales de falta o disminución de trabajo y fuerza mayor como de las suspensiones por las causales de fuerza mayor o falta o disminución de trabajo.

No obstante, y como el mismo Decreto establecía expresamente, quedaron a salvo de tal prohibición las suspensiones efectuadas en los términos del artículo 223 bis de la Ley de Contrato de Trabajo. 

Con posterioridad, mediante el Decreto 487/2020 el Poder Ejecutivo prorrogó por sesenta días las prohibiciones impuestas por el 329, en los mismos términos. De esta forma, la imposibilidad de proceder a despedir o suspender empleados, con la excepción referida en el párrafo anterior, se extendía ya entre los meses de abril y julio.

En adición a ello, el Decreto 624/2020, de finales de julio, prorrogó nuevamente las aludidas prohibiciones por sesenta días, extendiendo así su vigencia hasta septiembre, inclusive. Esta norma estipulaba, además, que no resultaba de aplicación a las contrataciones celebradas con posterioridad a su entrada en vigencia, ni al ámbito del Sector Público Nacional.

Una nueva prórroga

Es en el contexto brevemente reseñado en el título anterior que se publica el 24 de septiembre el Decreto 761/2020, mediante el cual se dispone la prórroga de las prohibiciones referidas, una vez más por el plazo de sesenta días y hasta noviembre, inclusive, exactamente en los mismos términos que la anterior, bajo el motivo declarado de “continuar garantizando la conservación de los puestos de trabajo por un plazo razonable en aras de preservar la paz social”, sosteniendo que “ello solo será posible si se transita la emergencia con un Diálogo Social en todos los niveles y no con medidas unilaterales de distracto laboral, que no serán más que una forma de agravar los problemas provocados por la pandemia”.

De esta forma, las suspensiones y despidos sin justa causa y por las causales de falta o disminución de trabajo y fuerza mayor que se dispongan por los próximos dos meses tampoco producirán efecto alguno, manteniéndose vigentes las relaciones laborales existentes y sus condiciones actuales, con las dos excepciones ya mencionadas:

(i) Las suspensiones que se efectúen de conformidad con el artículo 223 bis de la Ley de Contrato de Trabajo.

(ii) Los despidos y suspensiones que afecten a trabajadores contratados con posterioridad al presente decreto.

Sobre el segundo caso, resulta necesario recordar la posibilidad incierta pero probable de que un nuevo Decreto disponga la prórroga de estas medidas, que sí resultará de aplicación a las relaciones laborales que comiencen en el intervalo entre el Decreto en análisis y aquel que eventualmente se dictare.

Asimismo, y aunque pueda resultar ocioso, estimamos prudente aclarar que otra clase de despidos y suspensiones continúan resultando legítimos. Tal ese el caso, por ejemplo, de los despidos con justa causa o las suspensiones por motivos disciplinarios.

El artículo 223 bis

Cabe detenernos ahora una vez más en el análisis de una norma incluida en la Ley de Contrato de Trabajo que fuera dotada de un inusitado protagonismo en los últimos tiempos:

“Art. 223 BIS. Se considerará prestación no remunerativa las asignaciones en dinero que se entreguen en compensación por suspensiones de la prestación laboral y que se fundaren en las causales de falta o disminución de trabajo, no imputables al empleador, o fuerza mayor debidamente comprobada, pactadas individual o colectivamente y homologadas por la autoridad de aplicación, conforme normas legales vigentes, y cuando en virtud de tales causales el trabajador no realice la prestación laboral a su cargo. Sólo tributará las contribuciones establecidas en las Leyes Nros. 23.660 y 23.661”

De su texto se extraen con claridad los puntos fundamentales de la situación que contempla:

· Una suspensión laboral fundada en la falta o disminución del trabajo o fuerza mayor.

· La necesidad de acuerdo entre las partes, el cual se puede producir tanto de forma individual como con la intervención, si correspondiere, de la organización sindical correspondiente, y de homologación. De esta forma, se vetan las suspensiones dispuestas únicamente por el empleador, como podría ser, por ejemplo, aquella que fuera decidida unilateralmente y notificada por carta documento.

· La necesidad de asignación de una prestación no remunerativa al trabajador como compensación, la cual tributará únicamente a su obra social.

El caso del despido en período de prueba

Si bien entendemos que resulta viable, toda vez que los citados Decretos prohíben los despidos sin justa causa, y la desvinculación durante los primeros tres meses no requiere invocación de causa. No obstante ello, la jurisprudencia existente al día de hoy no es unánime, y si bien a raíz de la naturaleza dinámica de la realidad jurídica cotidiana no se puede avizorar aún un panorama del todo claro, pareciera dibujarse cierta tendencia a favor de la orden de reinstalación de los trabajadores despedidos en período de prueba, por no podemos asegurar que el día de mañana, en el eventual e hipotético caso de que el trabajador inicie un reclamo judicial, no se determine que tal desvinculación no resultaba procedente, máxime si se tienen en cuenta los principios protectores del derecho del trabajo y, en general, la naturaleza de nuestra justicia laboral.

Sin embargo, siempre se debe atender a las fechas de ingreso y egreso del trabajador, de tal forma que se pueda determinar la aplicación o no de los citados Decretos. Así, por ejemplo, distintos son los casos del empleado que habiendo ingresado en fecha 15 de agosto es despedido el día 15 de septiembre y de aquel que comenzó a trabajar en la misma fecha pero es desvinculado en período de prueba el día 1 de octubre, luego de la entrada en vigencia del nuevo Decreto, dadas las estipulaciones que los últimos dos incluyen (tal como hemos referido más arriba) acerca de que no resultarán de aplicación a las contrataciones celebradas con posterioridad a su entrada en vigencia.
Quedamos a disposición sobre el particular. 
TRATÁNDOSE LA PRESENTE DE UNA SITUACIÓN EXCEPCIONAL Y DINÁMICA, SE SOLICITA QUE CUALQUIER CIRCUNSTANCIA RELACIONADA CON EL PRESENTE INFORME SEA CONSULTADA DE MANERA DIRECTA CON ALGUNO DE LOS PROFESIONALES DEL ESTUDIO.
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